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DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. No basta, para casos como este, que así procedió, sino que hay que demostrar que efectivamente lo hizo, tanto más cuando la entidad a la que se dispuso el envío, de manera categórica asegura que nada le ha sido entregado. Salta a la vista, entonces, el resquebrajamiento del mencionado derecho, como quiera que ha pasado ya el término previsto en la ley (art. 14, Ley 1755) para ello, desde cuando se radicó el requerimiento, lo que dará lugar al amparo impetrado como única alternativa para salvaguardar el interés perseguido por medio de esta acción. Por consiguiente, en el tiempo que se señale, el Oficial Sección Historias Laborales del Ejército Nacional, Teniente Coronel Edwim Vargas, o quien haga sus veces, deberá dar efectivo traslado de la solicitud a la Dirección de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa.
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Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Jaír Antonio López Velásquez contra el Coordinador Grupo Archivo General del Ministerio de Defensa Nacional, a la que fueron vinculados el Oficial Sección Historias Laborales del Ejército Nacional, Teniente Coronel Edwim Vagas Cerón, y  la Dirección de Prestaciones Sociales de aquella Cartera.
  



ANTECEDENTES




Jaír Antonio López Velásquez, quien actúa en su propio nombre, demandó al Coordinador Grupo Archivo General del Ministerio de Defensa, con el fin de que se proteja, en esencia, su derecho fundamental de petición, que estima vulnerado por la citada entidad.
  



Adujo que el 15 de mayo elevó unas peticiones respetuosas; le contestaron mediante oficio No. 20173120972321 del 13 de junio de 2017, pero se dejó en suspenso la resolución; a la fecha ha transcurrido el término de ley, sin obtener las certificaciones requeridas, con lo que se vulnera la garantía constitucional, cuya protección depreca, y como consecuencia de ello, que se ordene que la entidad accionada responda de fondo los cuestionamientos elevados desde el pasado 15 de mayo de 2017.

 



Con la demanda aportó copias, entre otras, de la solicitud a la que hace alusión y de la respuesta que el Oficial Seccional Historias Laborales del Ejército Nacional, Teniente Coronel Edwim Vargas Cerón, le dispensó en el sentido de que su solicitud se remitió por competencia a la Dirección de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa.




Se le dio trámite a la acción y se dispuso la vinculación de la citada Dirección y del mencionado Oficial; se concedió término de traslado por 2 días y se decretaron pruebas. 
  



La Dirección de Personal del Ejército, manifestó que conforme a lo establecido en el artículo 21 de la ley 1755, se envió por competencia funcional, por correo electrónico, al Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa Nacional. 
  



La Coordinadora del Grupo de Prestaciones Sociales en referencia, precisó que para el inicio del trámite de reconocimiento de bono pensional, la gestión le atañe de manera directa a la Administradora de Fondo de Pensiones a la que se encuentre afiliado, donde se debe radicar el certificado laboral válido para bono pensional; una vez se reciba la correspondiente solicitud, se verifica la información con el fin de determinar los presupuestos legales para el respectivo reconocimiento. Agregó que revisado el Sistema de Gestión Documental, no se encontró registro alguno, ni pendiente por resolver, ni ya resuelto, a nombre del accionante; y consultada la página web de bonos pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, tampoco existe solicitud alguna por parte de una administradora de fondo de pensiones.



 
El Coordinador Archivo General del Ministerio de Defensa, aportó copia de escrito remitido al Director de Personal del Ejército Nacional, en el que le da cuenta de la promoción de esta demanda, habida cuenta que la petición del caso fue radicada en la dependencia Historias Laborales de ese ente.

 



CONSIDERACIONES

  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos (art. 86 CN).

En este caso, Jaír Antonio López Velásquez, trata de poner a salvo, como se desprende de la foliatura, el derecho fundamental de petición, como quiera que desde el mes de mayo del presente año solicitó unos certificados laborales y los demás documentos necesarios para la expedición de bono pensional, que radicó ante la Sección de Historias Laborales del Ejército Nacional, de donde se le dio cuenta acerca de que la misma fue remitida por competencia a la Dirección de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa, pero sin que a la fecha obtenga respuesta alguna.
El anunciado derecho, se garantiza no solo con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, sino con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario, que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario ningún efecto produciría, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable
  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte  Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:
Así las cosas, se puede afirmar que, conforme al mandato constitucional en comentario, todas las personas tienen derecho a elevar peticiones respetuosas a las autoridades y a exigir de éstas una respuesta oportuna que las resuelva de manera clara, precisa y congruente; es decir, una respuesta sin confusiones ni ambigüedades y en la que exista concordancia entre lo solicitado y lo resuelto, independientemente de que acceda o no a las pretensiones, pues, como ya se indicó, no es mandatario que la administración reconozca lo pedido. Finalmente, se resalta que la respuesta debe obedecer a los parámetros establecidos por la Ley para el tipo de petición elevada y debe ser finalmente notificada al peticionario
.

A su vez, y para lo que interesa a la causa que nos ocupa, en mayor medida, reza el artículo 21 de la ley 1755 de 2015:
Funcionario sin competencia. Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.
Descendiendo al caso concreto, hay certeza de la solicitud elevada en el mes de mayo de 2017 y de que fue efectivamente recibida en la dependencia destinataria, como se acredita dentro del plenario (f. 7 y 8), al punto que, el Teniente Coronel Edwin Vargas Cerón, de la Sección de Historias Laborales del Ejército Nacional, le informó al interesado, con oficio fechado a junio 13 del presente año, que su petición había sido enviada por competencia a la Dirección de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa, en esa misma calenda con radicado No 20173120971881.

Ese Departamento indicó al momento de descorrer el traslado, que ello se había materializado mediante correo electrónico.

   



Sin embargo, el presunto nuevo destinatario de  esa solicitud, expresó que revisado su sistema de gestión documental, no halló ninguna clase de trámite por agotar o finalizado en torno al accionante.
 



En torno a esa cuestión, hay que resaltar que desde el momento en el que se le dio impulso a la acción de tutela, se solicitó de la entidad directamente destinataria de la petición, que certificara lo relacionado con la entrega que dijo haber efectuado de aquella a la Dirección de Prestaciones del Ministerio de Defensa (f. 11). No obstante, se limitó a expresar que ello lo hizo por medio de correo electrónico, sin anexar soporte alguno del envío, tampoco constancia de su efectiva entrega (f. 14), lo que desvanece cualquier intento de demostrar el cumplimiento de su obligación en el trámite iniciado a instancia del demandante.
   



De allí que se incumpla el mandato del artículo 21 de la Ley 1755 citado, que establece lo que debe hacer el destinatario de una solicitud cuando es incompetente para resolver. No basta, para casos como este, que así procedió, sino que hay que demostrar que efectivamente lo hizo, tanto más cuando la entidad a la que se dispuso el envío, de manera categórica asegura que nada le ha sido entregado.
  



Salta a la vista, entonces, el resquebrajamiento del mencionado derecho, como quiera que ha pasado ya el término previsto en la ley (art. 14, Ley 1755) para ello, desde cuando se radicó el requerimiento, lo que dará lugar al amparo impetrado como única alternativa para salvaguardar el interés perseguido por medio de esta acción. Por consiguiente, en el tiempo que se señale, el Oficial Sección Historias Laborales del Ejército Nacional, Teniente Coronel Edwim Vargas, o quien haga sus veces, deberá dar efectivo traslado de la solicitud a la Dirección de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa.
  



En los términos del artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se enviará copia de esta actuación a la Procuraduría General de la Nación, para que se determine si en este caso se pudo incurrir en falta disciplinaria.
  



Se absolverá a los demás intervinientes, por no encontrar de su parte circunstancias que indiquen que han vulnerado derechos fundamentales del demandante. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE la protección del derecho de petición que invoca Jaír Antonio López Velásquez.




En consecuencia, se ordena al Oficial Sección Historias Laborales del Ejército Nacional, Teniente Coronel Edwim Vargas Cerón, o quien haga sus veces,  que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas desde la notificación de esta sentencia, proceda a dar traslado efectivo de la solicitud elevada por el accionante, a la Dirección de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa.





De esta circunstancia dará cuenta a este despacho. 

   



Se absuelve a los demás sujetos involucrados en esta acción.

Para los efectos previstos en el artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se dispone remitir copia de la actuación a la Procuraduría General de la Nación.  

Notifíquese esta decisión a los intervinientes por el medio más expedito.  

Si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 





A su regreso, archívese el expediente.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


  DUBERNEY GRISALES HERRERA     
 
� Sentencia T-481 de 2016


� Sentencia T-192 de 2007.
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